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	 1.  Introducción

La Ley Orgánica 19/2003 de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial intro-
dujo modificaciones sustanciales en el funcionamiento de nuestros juzgados y tribu-
nales, al sentar las bases de lo que se ha venido denominando como Nueva Oficina 
Judicial. 

Una de las razones esgrimidas en su exposición de motivos para abordar una 
nueva regulación, es la de que las oficinas judiciales precisan de nuevas estructuras 
con un mayor y mejor diseño organizativo, imprescindible no sólo por la progresiva 
incorporación de nuevas tecnologías a este ámbito sino fundamentalmente para ob-
tener una atención de calidad a los ciudadanos.

El objetivo último perseguido por dicha reforma, es el de hacer realidad la previ-
sión contenida en el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia suscrito por los 
principales partidos políticos de nuestro país el 28 de mayo de 2001 de que «la Justicia 
actúe con rapidez, eficacia, y calidad, con métodos más modernos y procedimientos 
menos complicados».

La incorporación plena del nuevo diseño organizativo exigía de una importante 
actividad de diversa índole, reglamentaria, construcción de nuevos edificios, negocia-
ción con los distintos actores institucionales, asociativos y sindicales, formativa, y 
especialmente legislativa, al ser necesaria la reforma de nuestras leyes procesales. Por 
distintos motivos dicha actividad se ha dilatado en el tiempo más de lo que en principio 
estaba previsto, por lo que durante estos cinco años han estado coexistiendo las es-
tructuras basadas en la antigua secretaría judicial con normas de todo tipo, legales y 
reglamentarias, pensadas para el nuevo diseño de oficina judicial, lo que ha creado 
algunas dificultades de integración y algo de desasosiego entre los distintos operadores 
jurídicos.
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Afortunadamente, con la publicación de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de 
reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial y 
la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de la Ley de reforma de 
la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial por la que se 
modifica la LOPJ, el camino para la definitiva implantación del nuevo modelo ha 
quedado expedito y las distintas administraciones con competencia para el diseño, 
creación y organización de los servicios comunes procesales, en mayor o menor me-
dida, están anunciando y presentando sus respectivos proyectos y calendarios de 
implantación.

Mucho se ha escrito y debatido durante estos cinco años en relación con lo que 
supone el nuevo diseño de oficina judicial y en especial sobre lo que deben ser y cómo 
deben funcionar las unidades procesales de apoyo directo a jueces y magistrados y 
los servicios comunes procesales en sus distintas modalidades, por lo que no nos 
detendremos en este documento a volver sobre ello.

	 2.  Coexistencia de dos modelos organizativos

Desde la entrada en vigor de la LO 19/2003 de reforma de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, han venido coexistiendo la novedosa regulación de lo que en la misma 
se denomina como oficina judicial y que se encuentra contenida en los artículos 435 
a 439, y el funcionamiento en la práctica de las secretarías judiciales en el modo 
tradicional, sin que aquella haya tenido la más mínima incidencia en la organización 
y funcionamiento de nuestros juzgados y tribunales.

Hasta ahora esto tenía su justificación en el hecho de que no se habían aprobado 
las reformas de las leyes procesales que posibilitaban que los secretarios judiciales 
asumiesen las nuevas competencias que le atribuía la LOPJ. Una vez aprobadas las 
mismas y sobre todo a partir del próximo día cuatro de mayo de 2010 que entran en 
vigor, cabe plantearse si en aquellos órganos judiciales que no son objeto todavía de 
los planes que para el diseño de la oficina judicial tienen previstos las distintas admi-
nistraciones competentes, se debe seguir trabajando como siempre o conviene adoptar 
alguna medida organizativa que vaya «preparando el terreno» y haciendo más fácil y 
menos traumático el tránsito de un modelo a otro.

Esta posibilidad está bastante limitada en muchos casos. Lo está sin duda en el 
caso de los órganos que podríamos denominar «tradicionales», juzgados mixtos, de 
primera instancia, de instrucción, secciones de Audiencias, etc. Estos órganos, con 
plantillas de entre ocho y doce funcionarios de los cuerpos al servicio de la Adminis-
tración de Justicia, son precisamente la antítesis de lo que se pretende con la nueva 
oficina judicial y por lo tanto difícilmente se pueden hacer modificaciones sustanciales 
hasta que no se lleven a cabo la creación de los servicios comunes procesales.

Sin embargo, existen órganos que, tanto por el número de funcionarios destinados 
en los mismos como por las competencias que tienen atribuidas, son un lugar idóneo 
para ir introduciendo cambios orientados al nuevo modelo, aunque los mismos no se 
vean afectados todavía por el nuevo diseño. Nos estamos refiriendo a los juzgados de 
lo Social especializados en ejecuciones y especialmente a los juzgados de lo Penal de 
ejecutorias.
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	 3.  Los juzgados penales de ejecutorias

El artículo 98.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial prevé que el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de la Sala de Gobierno, que en 
aquellas circunscripciones donde exista más de un Juzgado de la misma clase, uno o 
varios de ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases 
de asuntos, o de las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se trate

En virtud de distintos acuerdos de dicho Consejo, actualmente existen juzgados 
penales de ejecutorias en los partidos judiciales de Madrid, Barcelona, Valencia, 
Bilbao, San Sebastián y Palma de Mallorca. Estos órganos tienen atribuido el conoci-
miento de la ejecución de las resoluciones dictadas por el resto de los Juzgados de lo 
Penal no especializados con sede en dichos partidos judiciales.

Dejando a un lado el caso del juzgado de ejecutorias de San Sebastián que tiene 
una organización distinta, la plantilla de estos órganos oscila entre los veintisiete 
funcionarios que tienen los juzgados de Barcelona, Valencia y Bilbao y los treinta que 
tienen los de Madrid. Por supuesto, todos ellos cuentan al menos con un magistrado 
y un secretario judicial, y en la mayoría de los casos vienen siendo objeto de medidas 
de refuerzo durante los últimos cinco años, consistentes en un juez y un secretario 
judicial de refuerzo, bien sustitutos bien en comisión de servicio.

Como es bien conocido por haber sido objeto de portadas de los diferentes me-
dios de comunicación en diversas ocasiones, al hilo de lamentables casos que han 
tenido consecuencias indeseables, la ejecución de las sentencias penales en general 
y la carga de trabajo que soportan los diferentes juzgados de penales de ejecutorias 
en particular, han sido objeto de diversos estudios, propuestas y medidas por parte de 
las diferentes administraciones con competencias en esta materia.

Una de dichas actuaciones es la publicación en mayo de 2008 del denominado 
«Informe que emite el servicio de inspección del Consejo General del Poder Judicial 
en relación a la situación que presentan los juzgados penales de ejecutorias en Es-
paña». En este informe a su vez, se recoge uno anterior que lleva por título «Propuestas 
relativas a los Problemas y Necesidades que presentan los Juzgados de Ejecuciones 
Penales» y que se aprobó por la Comisión Permanente del consejo General del Poder 
Judicial por acuerdo n. 60 de fecha 17 de enero de 2006. Este último informe se ela-
boró tras girar visitas de inspección a los juzgados de ejecutorias penales existentes 
en España y tras celebrar en la sede del Consejo General del Poder Judicial unas jor-
nadas con la participación de Magistrados y Secretarios titulares dichos órganos cuyas 
conclusiones se recogieron en el mismo.

En síntesis y a los efectos que ahora interesan, entre dichas propuestas se recoge 
literalmente la siguiente:

Oficina Judicial: Ampliación de la plantilla de Secretarios Judiciales de los Juz-
gados Penales de Ejecutorias, respetando la ratio aproximada de un Secretario Judicial 
por cada diez a doce funcionarios. A efectos de creación de dichas plazas se deberían 
distinguir dos destinos; uno denominado Secretario de la dotación básica del Juzgado 
y otro Secretario de la Oficina de Tramitación y Ejecución, con los cometidos y res-
ponsabilidades siguientes:
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a)  La Oficina de Registro, o dotación básica, se encargaría del registro de la eje-
cutoria, de la redacción del auto de ejecución y de la realización del primer requerimiento.

b)  La Oficina de Tramitación se ocuparía de la tramitación posterior de la eje-
cutoria hasta su finalización, y se dividiría a su vez en dos Negociados, uno de presos 
y otro de multas, que se encargaría de tramitar también las penas de privación del 
permiso de conducir. En el funcionamiento de estos Negociados, o Secciones, debería 
darse entrada, a la hora de estructurarlos y distribuir tareas, a las distintas funciones y 
responsabilidades que la LOPJ reconoce a los gestores o tramitadores. La Oficina de 
tramitación debería estar apoyada por una Sección encargada de la consulta de ante-
cedentes penales y de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones.

	 4. � El Juzgado de lo Penal número 16 de Valencia  
(de ejecutorias). Una experiencia de transición

El pasado día 30 de diciembre de 2009 entró en funcionamiento el juzgado de 
lo penal número 16 de Valencia con competencias exclusivas en materia de ejecución 
de sentencias. Al haber obtenido la plaza de secretario judicial en dicho órgano el 
autor de este trabajo, se propuso que el mismo iniciase su andadura con un modelo 
organizativo «a caballo» entre los dos modelos actualmente coexistentes a los que 
antes nos hemos referido.

Lo primero que se hizo fue establecer el marco en que va se iban a ejercer las 
competencias de organización, gestión, inspección y dirección del personal en as-
pectos técnicos procesales que el artículo 454 de la LOPJ atribuye al secretario judicial, 
así como la ordenación de la actividad del personal integrante de la Oficina judicial 
mediante la plasmación por escrito de las órdenes e instrucciones pertinentes de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 457 de dicha ley. Todo ello por supuesto, sin 
perjuicio de la dirección e inspección de los asuntos que tiene atribuida el Magistrado 
del órgano judicial por el art. 165 de la LOPJ.

Los condicionantes con los que nos encontramos a la hora afrontar este empeño 
eran los siguientes:

1.  Aunque parezca una obviedad, no está de más dejar claro que lo que entraba 
en funcionamiento no era un servicio común procesal de ejecución de los previstos en 
el art. 438 de la LOPJ, sino un juzgado de lo penal con competencia exclusiva en ejecu-
ciones. Esto es importante, entre otros motivos, porque en el partido judicial de Valencia 
ya existían otros tres juzgados de los penal (5, 13 y 14) con las mismas competencias.

2.  Lo que hace singular este caso de los otros, es:

a)  Que su entrada en funcionamiento lo iba a ser sólo cuatro meses antes de la 
entrada en vigor de la Ley 13/2009, la cual atribuye no pocas competencias en materia 
de ejecución a los secretarios judiciales, especialmente en materia de ejecución civil 
que, como regulación supletoria, afecta a una parte importante de la ejecución en 
orden a las responsabilidades pecuniarias que se determinan en las sentencias penales. 
Parecía lógico que este nuevo escenario se tuviese en cuenta desde el inicio de la 
actividad del órgano judicial.
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b)  Que, si como ha anunciado la Generalitat Valenciana, en los próximos meses 
se va a poner en funcionamiento el Servicio Común Procesal de Ejecución en el par-
tido judicial de Valencia, la práctica totalidad de los 27 funcionarios de plantilla con 
la que cuenta de inicio el juzgado serán reordenados y redistribuidos, obteniendo 
muchos de ellos plaza en el nuevo SCP. Esta circunstancia también aconsejaba que 
desde el inicio se adoptase una organización y gestión lo más parecida a lo que su-
puestamente será dicho servicio común.

3.  La Consellería de Justicia ha manifestado su intención de posponer la entrada 
en funcionamiento de los servicios comunes de ordenación del procedimiento, si bien 
y hasta donde conoce el autor de este trabajo, no está prevista la regulación de las uni-
dades procesales de apoyo directo a jueces y magistrados. Cuando en los próximos 
meses entre en funcionamiento el servicio común procesal de ejecución en el partido 
judicial de Valencia, tanto los juzgados de lo penal con competencia exclusiva en eje-
cución (5, 13, 14 y 16) como el de lo social número 3 que también tiene competencia 
exclusiva en materia de ejecución en ese orden jurisdiccional, se encontrarán en una 
situación que deberá ser abordada y resuelta por dos administraciones diferentes:

a)  El Consejo General del Poder Judicial deberá optar por que dichos órganos 
judiciales, con la configuración en que se queden (magistrado, secretario y el número 
de funcionarios que se determine en plantilla), mantengan la competencia exclusiva en 
materia de ejecuciones, o bien asuman iguales competencias que el resto de órganos 
del partido, es decir el enjuiciamiento y fallo de los asuntos que les turnen y la ejecución 
de las resoluciones que dicten, si bien esta última estará residenciada en el SCP de 
ejecución, y los titulares de cada órgano dictarán las resoluciones que les atribuyen las 
leyes procesales en materia de ejecución de sus asuntos y conocerán de los recursos 
que se interpongan contra las resoluciones de los secretarios del SCP en los mismos.

b)  En función de la decisión que adopte el CGPJ, a los secretarios judiciales 
destinados en estos órganos les espera un futuro distinto y que requerirá de una deci-
sión del Ministerio de Justicia:

i.  Si estos órganos mantienen su competencia exclusiva en materia de ejecución, 
sus funciones serán prácticamente nulas al venir residenciadas todas ellas en los se-
cretarios del SCP de ejecución.

ii.  Si los órganos retoman sus competencias de enjuiciamiento y fallo además de 
las de ejecución de dichas resoluciones, la situación no requerirá de decisión alguna 
por parte del Ministerio, salvo las atinentes a la previsible dotación de plazas para el 
nuevo SCP. En todo caso, al no estar prevista la inminente creación de las unidades 
procesales de apoyo directo y por lo tanto no tener aplicación la Orden de Dotación 
Básica que prevé un secretario judicial para cada dos UPADs, esta situación no tienen 
por qué afectar a los secretarios destinados en los actuales órganos especializados.

4.  El hecho de que el Juzgado de lo Penal número 16 no sea un servicio común 
procesal, y por lo tanto tenga asignados los efectivos en base al obsoleto sistema de 
plantillas y no disponga de una herramienta tan importante como lo es la relación de 
puestos de trabajo, dificulta la labor de organización y gestión del trabajo entre los 
distintos integrantes del órgano, al no existir diferenciación entre puestos singulari-
zados y genéricos, ni posibilidad de que ningún funcionario asuma la dirección de 
equipos y por lo tanto la responsabilidad de su funcionamiento.

5.  Por último, aunque no por ello menos importante, uno de los pilares sobre los 
que se asienta la modernización de la Administración de Justicia y en concreto la Nueva 
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Oficina Judicial, es la incorporación plena de las herramientas informáticas precisas para 
su buen funcionamiento. La deseada desaparición del papel de nuestras oficinas, y so-
bretodo el control y seguimiento electrónico del flujo documental de las actuaciones 
procesales, así como de los actos de comunicación, no es posible llevarla a cabo en las 
mejores condiciones con los medios de los que se dispone actualmente.

A primera vista, lo más lógico sería organizar el funcionamiento del nuevo juz-
gado de manera similar a como lo está el de los otros tres juzgados de lo penal espe-
cializados en ejecuciones. Sin embargo, ello plantea diversos problemas:

1.  La diferente plantilla existente entre ellos, veintisiete funcionarios en el 5 y 13 
y nueve en el 14, aunque este último ha tenido hasta hace poco diez de refuerzo.

2.  El que la distribución del trabajo no es homogénea en todos ellos.

3.  La diferente carga de trabajo de los mismos debido a, por una parte la inex-
plicable decisión adoptada en su día por la junta de jueces de lo penal de Valencia 
refrendada por la Sala de Gobierno del TSJ y por el CGPJ, que supuso la remisión en 
masa de todas las ejecutorias que se encontraban en trámite al juzgado de lo penal 
13 de Valencia al ser este el primero que se especializó. Este hecho ocasionó un lastre 
que ha tardado unos cuantos años en ser superado. Por otro lado, las medidas de 
exención de reparto adoptadas al entrar en funcionamiento el juzgado 14, unidas a la 
diferencia de plantilla, también han ocasionado disfunciones. 

Por lo tanto las opciones eran, seguir el modelo de alguno de ellos, seguir un 
modelo intermedio o adoptar una fórmula nueva y adaptada lo máximo posible a la 
próxima entrada en funcionamiento del SCP de ejecución.

La creación en su día de los juzgados especializados en ejecuciones, previa a la 
promulgación de la LO 19/2003 y por lo tanto totalmente ajena a las previsiones de 
servicios comunes de ejecución, obedeció fundamentalmente a un objetivo que es 
compartido por dicha reforma, cual es el de obtener una justicia más rápida, ágil, 
eficaz y eficiente.

Por lo tanto, dicho objetivo debe guiar cualquier decisión organizativa que se 
tome en el ámbito de la administración de justicia, ya sea en el marco de un juzgado 
tradicional o en el de los servicios comunes procesales. Por ello, y siguiendo el razo-
namiento expuesto al principio y extraído de la exposición de motivos de la LO 
19/2003 de que se precisan nuevas estructuras con un mayor y mejor diseño organi-
zativo, imprescindible no sólo por la progresiva incorporación de nuevas tecnologías 
a este ámbito sino fundamentalmente para obtener una atención de calidad a los 
ciudadanos, adopté la decisión de que el juzgado de lo penal número 16 de Valencia 
iniciase su andadura con una organización y métodos de trabajo sustancialmente 
diferentes a los tradicionales, y que pivotasen sobre los siguientes ejes:

A.  Organización y división del trabajo entre equipos y grupos, atendiendo a 
criterios de especialización y homogeneización.

B.  Atribución de tareas a los distintos funcionarios acordes con las funciones 
que vienen encomendadas legalmente en la LOPJ a los diferentes cuerpos, reduciendo 
al mínimo imprescindible la división del trabajo por números.

C.  Optimización en la utilización de las herramientas informáticas de las que 
disponga el juzgado, así como incorporación de nuevas aplicaciones ofimáticas adap-
tadas a los requerimientos del juzgado.
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D.  Motivación y facilitación de la implicación de los funcionarios en el objetivo 
de prestar un servicio público de calidad, mediante reuniones periódicas de evalua-
ción y aportación de mejoras al sistema de trabajo.

E.  Control estadístico y continuo del estado de tramitación de todos los proce-
dimientos y del rendimiento de los distintos equipos y grupos de trabajo.

F.  Efectividad de la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, con-
tenida en la proposición no de Ley aprobada por el Pleno del Congreso de los Dipu-
tados, el día 16 de abril de 2002.

	 5.  Organización y distribución del trabajo 

La organización y distribución del trabajo entre los distintos componentes de la 
oficina judicial establecida en los juzgados penales de ejecutorias de Valencia, viene 
atendiendo a criterios basados en el tipo de delito que dio lugar a la imposición de la 
pena que se ejecuta. Esto da lugar a la existencia de 3 equipos: delitos contra la segu-
ridad del tráfico, violencia doméstica y resto de ejecutorias. Sin embargo, aunque en 
principio parezca más complicado, parece razonable que en la división del trabajo se 
tenga en cuenta la naturaleza de la pena que se va a ejecutar.

Para ello tendremos en cuenta la división establecida en el C. Penal y que encon-
tramos en el siguiente cuadro:
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PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

Responsabilidades pecuniarias 
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En los siguientes esquemas podemos apreciar los principales hitos que se dan en la 
ejecución de las penas, en sus distintas clases.
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En los siguientes esquemas podemos apreciar los principales hitos que se dan en la ejecución de 
las penas, en sus distintas clases. 

 

 

 

 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Pena privativa de libertad

Suspensión ejecución pena 

Sustitución pena 

Pena privativa de libertad (localización
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Penas privativas de derechos

Multa 

Pago voluntario de la multa 

Impago  de la multa 

Responsabilidad civil 

Pago voluntario de la R.C. 
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A la vista de los anteriores mapas de procesos, lo primero que salta a la vista es 
que, en función de los distintos tipos de pena que se vayan a ejecutar los trámites a 
realizar son diferentes, y lo segundo, es que la ejecución de las responsabilidades 
pecuniarias, multa y responsabilidad civil derivada del delito, tienen una tramitación 
prácticamente idéntica. 

En cuanto a las consecuencias accesorias contempladas en los arts. 127 a 129 del 
C. Penal, las mismas gozarían de un tratamiento diferenciado, aunque en buena medida 
asimilable al de las responsabilidades pecuniarias. 

En base a todo ello, los funcionarios destinados en la oficina judicial del juzgado 
de lo Penal 16 de Valencia se distribuyen en cuatro equipos: 

1. Equipo de registro, reparto y seguimiento (RESEG). 

Con el diseño organizativo que se ha implantado, del correcto trabajo de 
este equipo va a depender en buena medida el buen funcionamiento del 
juzgado, pues es en su seno donde, bajo la supervisión y dirección 
inmediata y permanente del secretario y del titular del juzgado, se va a 
distribuir el trabajo entre el resto de equipos y donde se va a coordinar y 
llevar a cabo un continuo y eficaz seguimiento de la tramitación de las 
ejecutorias. Las principales funciones encomendadas al mismo las 
encontramos en el siguiente cuadro: 

 

Impago  de la R.C. 
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A la vista de los anteriores mapas de procesos, lo primero que salta a la vista es 
que, en función de los distintos tipos de pena que se vayan a ejecutar los trámites a 
realizar son diferentes, y lo segundo, es que la ejecución de las responsabilidades 
pecuniarias, multa y responsabilidad civil derivada del delito, tienen una tramitación 
prácticamente idéntica.

En cuanto a las consecuencias accesorias contempladas en los arts. 127 a 129 
del C. Penal, las mismas gozarían de un tratamiento diferenciado, aunque en buena 
medida asimilable al de las responsabilidades pecuniarias.

En base a todo ello, los funcionarios destinados en la oficina judicial del juzgado 
de lo Penal 16 de Valencia se distribuyen en cuatro equipos:

1. E quipo de registro, reparto y seguimiento (RESEG).

Con el diseño organizativo que se ha implantado, del correcto trabajo de este 
equipo va a depender en buena medida el buen funcionamiento del juzgado, pues es 
en su seno donde, bajo la supervisión y dirección inmediata y permanente del secre-
tario y del titular del juzgado, se va a distribuir el trabajo entre el resto de equipos y 
donde se va a coordinar y llevar a cabo un continuo y eficaz seguimiento de la trami-
tación de las ejecutorias. Las principales funciones encomendadas al mismo las en-
contramos en el siguiente cuadro:
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2. Equipo de ejecución de penas privativas de libertad (PEPIL). 

Con las funciones que se formulan a continuación: 
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	 2. E quipo de ejecución de penas privativas de libertad (PEPIL).

Con las funciones que se formulan a continuación:
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2. Equipo de ejecución de penas privativas de libertad (PEPIL). 

Con las funciones que se formulan a continuación: 

 

 
	 3. E quipo ejecución responsabilidades pecuniarias (RESPEC)

En el que, por las razones antes expuestas, se considera oportuno llevar a cabo 
todas la tareas pertinentes para la ejecución, tanto de la pena de multa en sus distintas 
modalidades, como las relativas a las responsabilidades civiles derivadas del delito. 
Se encargará también de la práctica de las diligencias necesarias para ejecutar el co-
miso que se haya decretado en sentencia. Su principales funciones:

 
 

13 
 

3. Equipo ejecución responsabilidades pecuniarias (RESPEC) 

En el que, por las razones antes expuestas, se considera oportuno llevar a 
cabo todas la tareas pertinentes para la ejecución, tanto de la pena de 
multa en sus distintas modalidades, como las relativas a las 
responsabilidades civiles derivadas del delito. Se encargará también de la 
práctica de las diligencias necesarias para ejecutar el comiso que se haya 
decretado en sentencia. Su principales funciones: 

 

 

4. Equipo de ejecución penas privativas de derechos (PRIDE) 

Una primera aproximación a sus principales funciones las tenemos 
reflejadas en el siguiente cuadro: 
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	 4. E quipo de ejecución penas privativas de derechos (PRIDE)

Una primera aproximación a sus principales funciones las tenemos reflejadas en 
el siguiente cuadro:
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3. Equipo ejecución responsabilidades pecuniarias (RESPEC) 

En el que, por las razones antes expuestas, se considera oportuno llevar a 
cabo todas la tareas pertinentes para la ejecución, tanto de la pena de 
multa en sus distintas modalidades, como las relativas a las 
responsabilidades civiles derivadas del delito. Se encargará también de la 
práctica de las diligencias necesarias para ejecutar el comiso que se haya 
decretado en sentencia. Su principales funciones: 

 

 

4. Equipo de ejecución penas privativas de derechos (PRIDE) 

Una primera aproximación a sus principales funciones las tenemos 
reflejadas en el siguiente cuadro: 

 

La única diferencia entre la propuesta contenida en el informe del servicio de 
inspección del CGPJ antes mencionado y la adoptada en el Juzgado Penal número 16 
de Valencia, radica en que en este se ha creado un tercer «negociado», siguiendo su 
terminología, que es el encargado de la ejecución de las penas privativas de derechos. 
El motivo de dicha diferencia es que el informe del servicio de inspección del Consejo 
se efectuó tras girar visitas a los juzgados de ejecutorias durante los años 2003 y 2004 
y tras celebrar las jornadas antes aludidas en el año 2004, es decir, antes de la entrada 
en vigor de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género, por lo que no se podía prever la repercusión 
que la misma iba a tener en todo el sistema judicial penal español y en especial en 
los juzgados de ejecutorias en lo relativo a las penas privativas de derechos, pues todos 
los delitos de este tipo llevan aparejadas las penas de prohibición de aproximación y 
comunicación con la víctima, así como privación del permiso de armas.

5	 . D ocumentación y formación de autos y expedientes

Con cada procedimiento que se recibe en el juzgado se incoa una ejecutoria. Con 
el testimonio de la sentencia y de los datos necesarios para poder llevar a cabo los pro-
nunciamientos de la misma, se forma un expediente principal, archivándose físicamente 
en el local del juzgado los autos principales, con posibilidad de acceso inmediato y en 
cualquier momento a los mismos. A este expediente se incorpora la resolución de in-
coación de la ejecutoria con los pronunciamientos que haga el Magistrado para llevar 
a efecto la ejecución. A continuación se abren tantos sub-expedientes como penados 
haya en la sentencia y pronunciamientos relativos a penas privativas de libertad, priva-
tivas de derechos o responsabilidades pecuniarias, impuestas a cada uno de ellos.
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Aunque se denomine pieza, en realidad no lo será a los efectos de lo dispuesto 
en las leyes procesales ni por lo tanto le será de aplicación lo dispuesto en la regla 7.ª 
de la norma 5.ª de la Instrucción 1/2009 del CGPJ, por lo que no será objeto de nueva 
numeración, sino que mantendrá el de la ejecutoria a la que pertenece.

Formadas las oportunas piezas, el RESEG procede a su reparto entre los distintos 
equipos en función de la clase de penas a ejecutar. El flujo de las distintas piezas o sub-
expedientes dentro del juzgado se puede visualizar fácilmente en el siguiente gráfico:

JJ. JJ. VIOLENCIA JJ. PENALES 

Equipo registro, reparto y 
seguimiento (URESEG)

Apertura piezas 

Sustitución trabajos bº 

PENADO 1 
PPL

PENADO 1 
PPD

PENADO 1
RRPP

PENADO 2
PPD

PENADO 2 
RRPP

PENADO 3
RRPP 

Equipo ejecución 
responsabilidades 
pecuniarias (RESPEC)

Equipo ejecución penas 
privativas libertad 
(PEPIL)

Equipo ejecución penas 
privativas de derechos  
(PRIDE)

Sustitución multa

ersonal subsidiariaResponsabilidad p

PENADO 1 
PPL

PENADO 1 
PPD

PENADO 1
RRPP

PENADO 2
PPD

PENADO 2 
RRPP 

PENADO 3
RRPP

Finalización piezas 

Equipo registro, reparto y 
seguimiento (RESEG)

COMPROBACIÓN Y ARCHIVO 
EJECUTORIA



–  481  –

Boletín núm. 2104–Pág. 19

Como podemos observar, una misma pieza podrá pasar de un equipo a otro en 
función de las decisiones que se puedan adoptar por el titular del juzgado. Así, acor-
dada la sustitución de una pena privativa de libertad por multa, será el equipo de 
ejecución de responsabilidades pecuniarias el que continuará con su ejecución. Si la 
sustitución lo es por trabajos en beneficio de la comunidad, la ejecución correspon-
derá al PRIDE. De igual manera, en los supuestos en que el condenado no satisfaga 
la multa impuesta y quede sujeto a la responsabilidad personal subsidiaria, esta será 
tramitará por el equipo que corresponda, ya sea el PEPIL si es privativa de libertad o 
el PRIDE si es de trabajos en beneficio de la comunidad.

En todo caso, dichos trasvases entre equipos serán hechos siempre a través y 
previo control del equipo de registro, reparto y seguimiento, al objeto de tener actua-
lizadas en todo momento tanto la aplicación de gestión procesal como las bases de 
datos propias del juzgado.

	 6. D istribución de tareas y asunción de responsabilidades

En la mayoría de los órganos judiciales españoles, la división del trabajo entre los 
distintos componentes de la oficina judicial se viene realizando siguiendo criterios 
exclusivamente cuantitativos, siendo lo normal acudir al sistema de utilizar el último 
número del procedimiento para atribuir la tramitación de los expedientes a determi-
nado funcionario, sin tener en cuenta el cuerpo al que pertenece.

Este sistema, si ha tenido justificación en algún momento, actualmente ha deve-
nido totalmente inoperante e ineficiente. Conceptos como el del conocimiento indi-
vidual y colectivo, la especialización, la coordinación, la motivación, o tantos otros 
que son tan comunes en otras culturas organizacionales, son ajenos por completo a 
nuestra forma de funcionar. 

Las ineficiencias que se detectan en esta forma de trabajar son múltiples y a modo 
de ejemplo se pueden señalar las siguientes:

–  No es poco habitual comprobar que en un mismo juzgado se tramitan los 
procedimientos de forma diferente y en ocasiones contradictoria, dependiendo de 
quién lo hace.

–  Es muy común encontrar que los procedimientos del mismo órgano tienen una 
«velocidad» de tramitación diferente en función de quien sea su «conductor»

–  Cuando por distintos motivos se produce un periodo de ausencia de un funcio-
nario, es bastante probable que los procedimientos cuya tramitación le está encomen-
dada, sufran una ralentización proporcional al tiempo que dure la misma

–  Cuando hay que sustituir a un funcionario, sea por ausencia temporal o defi-
nitiva, el que «hereda» sus procedimientos debe dedicar un tiempo importante a ad-
quirir el conocimiento que el sustituido se lleva consigo.

–  Es una forma de trabajar altamente desmotivadora, al no tener en cuenta los 
conocimientos que se le suponen a los integrantes de los distintos cuerpos.

–  Es fuente habitual de conflictos, dado que la diferencia retributiva de los dife-
rentes cuerpos no se ve reflejada en una distinta asunción de responsabilidades.
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Por el contrario, establecer unos métodos de trabajo y asignación de labores 
claramente diferenciadas y acomodadas a las diferentes tareas y funciones que vienen 
recogidas en la LOPJ para cada uno de los cuerpos al servicio de la administración de 
justicia, además de corregir y en algunos casos eliminar las ineficiencias apuntadas, 
contribuye de un forma decidida a alcanzar el objetivo de prestar un servicio público, 
ágil y eficaz. Esta es otra de las recomendaciones contenidas en el informe del servicio 
de inspección del CGPJ antes aludido.

En este marco organizativo, adquiere una singular importancia el cuerpo de ges-
tión procesal y administrativa al tener atribuidas legalmente la realización de tareas 
procesales propias. La introducción por la LO 19/2003 de funciones tales como la 
práctica y firma de las comparecencias que efectúen las partes en relación con los 
procedimientos que se sigan en el órgano judicial, o la de extender las notas que 
tengan por objeto unir al procedimiento datos o elementos que no constituyan prueba 
en el mismo, a fin de garantizar su debida constancia y posterior tramitación, dando 
cuenta de ello, a tal efecto, a la autoridad superior, así como elaborar notas que podrán 
ser de referencia, de resumen de los autos y de examen del trámite, no han tenido la 
plasmación práctica que se preveía, debido fundamentalmente a la dificultad de 
romper con las inercias de tantos años.

La coyuntura que supone la entrada en funcionamiento de un juzgado como el 
de lo penal número 16 de Valencia, en el que trabajan un número importante de 
funcionarios, y que lo hacían empezando desde cero, sin sistemas preestablecidos y 
sin pendencia de asuntos, era un buen momento para empezar a asignar tareas propias 
a los diferentes cuerpos.

A tal fin, se impartieron por el secretario instrucciones por escrito para ordenar 
la actividad de la oficina judicial. Estas instrucciones han sido de carácter general, 
para cuestiones tales como la necesaria y correcta utilización de las aplicaciones in-
formáticas, el imperativo uso de los modelos normalizados, la actualización perma-
nente de las fases y estados de los procedimientos, las medidas de racionalización en 
el uso de los recursos materiales, las normas de acceso a los distintos registros y bases 
de datos públicos, etc. Asimismo, se han dictado instrucciones particulares relativas a 
la tramitación procesal de cada tipo de procedimiento o fase del mismo y de sus po-
sibles incidencias.

En definitiva, lo único que se pretende, en la medida de nuestras posibilidades y 
utilizando las herramientas de las que disponemos, es contribuir al ansiado objetivo 
de conseguir una Administración de Justicia ágil, eficaz y eficiente y prestar el mejor 
servicio público posible a los ciudadanos. 




